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VULNERACIÓN DEL DERECHO A LA SALUD DE LAS PERSONAS PRESAS. 

RESTRICCIONES EN EL ACCESO A LOS TRATAMIENTOS DE LA HEPATITIS C. 

 

Desde la Asociación Pro Derechos Humanos de Andalucía hemos realizado un especial 

seguimiento a las quejas que nos han hecho llegar las personas presas y sus familiares sobre 

sanidad especializada, que han sido muy numerosas y a veces la vulneración de derechos nos 

parece grave. 

Con motivo de considerar generalizados en todas las prisiones determinadas deficiencias, y 

considerando alarmante la situación concreta de algunos centros, comenzamos una campaña 

hace casi una década1 en la que además de realizar varios informes de denuncia,  tramitamos 

quejas ante los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, Defensor del Pueblo Andaluz, Defensor  

del Pueblo de España, las administraciones competentes, e incluso llegamos a dirigirnos al 

Parlamento Andaluz  y Congreso a fin de que se tomara conciencia de la vulneración del 

derecho básico de la población penitenciaria en las cárceles a una asistencia sanitaria 

especializada en igualdad de condiciones y de calidad que el resto de la población residente en 

nuestra Comunidad. 

 

El estado de salud de las personas que llenan las prisiones está muy deteriorado: los niveles de 

incidencia de enfermedades graves como el VIH-SIDA, la hepatitis C o la tuberculosis multiplica 

varias veces los niveles normales que se dan en la población libre. Además, en torno al 40% 

padecen algún trastorno mental y de la personalidad y sobre un 8% enfermedades mentales 

graves. Entre el 70 y el 80% tienen problemas de drogodependencias que les han llevado a 

delinquir. Una inmensa mayoría de las/os presas/os son personas que previamente han 

padecido situaciones de exclusión social: escasos o nulos recursos económicos, infraviviendas, 

procedentes de barrios o zonas marginales, analfabetismo (un 1% de analfabetos totales y un 

10% de analfabetos funcionales) o escasa formación básica, ausencia de formación o 

experiencia laboral, u otros miembros de su familia en prisión2. 

 

En estos momentos de crisis las personas presas, como tantos otros colectivos, están siendo 

objeto de recortes no publicitados y de gran calado que afectan, entre otras cosas, 

directamente a su salud y su integridad física y moral.  Queremos hacer llegar en estos 

                                                           
1 Consultar en: http://www.apdha.org/index.php?option=com_content&task=view&id=550&Itemid=41  
2 Ver informe de la APDHA “Enfermos mentales en las prisiones ordinarias. Un fracaso de la sociedad el bienestar”. 

http://www.apdha.org/media/saludmental07.pdf  
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momentos una denuncia específica sobre la situación de los enfermos de hepatitis C que están 

viendo restringido su derecho a los tratamientos médicos más avanzados -que en algunos 

casos son la única alternativa terapéutica-, por razones de ahorro presupuestario poniendo en 

riesgo su integridad física, su salud  y sus vidas.  

 

1.- LA ORGANIZACIÓN DE LA SANIDAD EN LAS PRISIONES. DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS 

ENTRE EL ESTADO Y LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

A la población reclusa se les debe dispensar una atención sanitaria en igualdad de condiciones 

a la dispensada al conjunto de la población libre, teniendo las personas presas  derecho a que 

la administración penitenciaria vele por su vida, integridad y salud3.  

De esta forma el Artículo 208 del reglamento penitenciario prevé respecto de las prestaciones 

sanitarias que a todos los internos sin excepción se les garantizará una atención médico-

sanitaria equivalente a la dispensada al conjunto de la población. 

Tendrán igualmente derecho a la prestación farmacéutica y a las prestaciones 

complementarias básicas que se deriven de esta atención. Las prestaciones sanitarias se 

garantizarán con medios propios o ajenos concertados por la Administración Penitenciaria 

competente y las Administraciones Sanitarias correspondientes. 

 

Los artículos 15 y 43 de la Constitución española garantizan el derecho a la vida e integridad 

física así como el derecho a la protección de la salud. Encontrándose los primeros en el 

catálogo de derechos fundamentales, estos derechos tienen un carácter absoluto y están entre 

aquellos que no pueden verse limitados por un pronunciamiento judicial alguno ni por ninguna 

pena. Por otra parte, la Administración Penitenciaria no solamente ha de cumplir el mandato 

constitucional con una mera inhibición respetuosa, negativa pues, sino que le es exigible una 

función activa para el cuidado de la vida, integridad corporal y, en suma, la salud de los 

hombres y mujeres separados de la sociedad por medio de privación de libertad 

(SSTc.120/1990; arts. 3 y 4 de la Ley General penitenciaria y 5.3 de su reglamento). (FJ 2ºSTC 

48/1996). 

El Reglamento Penitenciario en su Art. 209.1.2º establece que “La atención primaria se 

                                                           
3 Artículo 3.4. de la Ley Orgánica General Penitenciaria, desarrollado en el apartado (a) del artículo 4.2. del Reglamento 

Penitenciario 
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dispensará con medios propios de la Administración Penitenciaria o ajenos concertados por la 

misma. Los Establecimientos penitenciarios contarán con un equipo sanitario de atención 

primaria que estará integrado, al menos, por un médico general, un diplomado en enfermería y 

un auxiliar de enfermería. Se contará igualmente, de forma periódica, con un psiquiatra y un 

médico estomatólogo u odontólogo”. 

Respecto a la asistencia especializada, el apartado segundo dispone que: [...La asistencia 

especializada se asegurará, preferentemente, a través del Sistema Nacional de Salud...] Se 

procurará que aquellas consultas cuya demanda sea más elevada se presten en el interior de 

los Establecimientos, con el fin de evitar la excarcelación de los internos. 

Por tanto, dentro de las prisiones se presta la asistencia sanitaria primaria atendida por 

facultativos penitenciarios, prestándose la atención especializada por médicos especialistas del 

Servicio Nacional de Salud, mediante convenios a los que haremos referencia a continuación, 

debiendo facilitarse las consultas en el interior de las prisiones de las especialidades más 

frecuentes.  Sin embargo dicha asistencia, según llevamos todos estos años comprobando, es 

bastante deficitaria y las consultas en el interior de las prisiones no se han generalizado en 

Andalucía.  

Uno de los problemas que plantea este modelo es que esta red sanitaria de atención 

primaria aislada está gestionada por la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias 

(SGIP). Los médicos de prisiones son profesionales que se ven limitados por criterios de 

seguridad y de orden regimental y no exclusivamente por los de salud, ya que dependen 

directamente del Ministerio de Interior. Es decir, nos podemos encontrar con situaciones en 

las que un médico tiene que obedecer a un superior jerárquico, que no es sanitario, y 

priorizar este deber de obediencia antes que las cuestiones deontológicas de la profesión 

médica relacionadas con la atención al paciente. 

Independientemente de que existen dos Administraciones  con competencias en materia de 

salud respecto de las personas presas,  tanto la ley como el reglamento penitenciario son de 

aplicación y vinculan a todas las administraciones. Y en este sentido el Reglamento 

penitenciario en el Art. 207 establece que: 1.La asistencia sanitaria tendrá carácter integral y 

estará orientada tanto a la prevención como a la curación y la rehabilitación. Especial atención 

merecerá la prevención de las enfermedades transmisibles.  

2. A tal efecto, la Administración Penitenciaria y las Administraciones sanitarias formalizarán 
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los correspondientes convenios de colaboración en materia de salud pública y asistencia 

sanitaria, en los que se definirán los criterios generales de coordinación, protocolos, planes y 

procedimientos, así como la financiación a cargo de la Administración Penitenciaria de la 

asistencia mediante el pago de la parte proporcional, según la población reclusa, de los 

créditos fijados para estas atenciones, para cuyo cálculo se tendrá en cuenta el número de 

internos que estén afiliados a la Seguridad Social o que tengan derecho a la asistencia sanitaria 

gratuita. Los convenios y protocolos que se formalicen establecerán, al menos, las condiciones 

de acceso a la asistencia de consultas externas, hospitalización y urgencia, reflejando la 

programación de días y horarios de atención ambulatoria y los procedimientos a seguir para 

las pruebas diagnósticas4. 

 

Según el art. 6.5 de la Ley 14/1986 de 25 de abril General de Sanidad las actuaciones de las 

Administraciones Públicas Sanitarias estarán orientadas a promover las acciones necesarias 

para la rehabilitación funcional y reinserción social del paciente.  A su vez, según la Circular de 

la Dirección General de Instituciones Penitenciarias 12/98: “la Ley Orgánica General 

Penitenciaria define los fines primordiales de la Institución Penitenciaria, determinando en el 

Art. 3º como la misma ha de ser garante, en el desarrollo de su actividad, de los derechos 

fundamentales de las personas recluidas. Uno de estos derechos es el derecho a la protección 

de la salud, y éste se ejerce no sólo en función de la propia normativa penitenciaria, sino 

también de toda aquella que regula el mismo para la ciudadanía en general, es decir, de la 

Ley General de Sanidad y de cuanta normativa central o autonómica afecte al desarrollo del 

trabajo sanitario en los establecimientos penitenciarios“. 

Por parte de la APDHA podemos afirmar que existe un incumplimiento palmario de dicha 

normativa,  acarreando la desigualdad más absoluta en los derechos fundamentales a la vida, 

la protección de la salud y a la asistencia médica que la Constitución Española (arts. 15 y 43) 

garantiza a todos los ciudadanos sin excepción, sin que en ningún caso puedan ser limitados5.   

Por otro lado, muchas de las deficiencias denunciadas a lo largo de estos años se verían 

previsiblemente minimizadas si se hubiera aplicado la Disposición Adicional sexta de la Ley 

16/03, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, que establece que: 

                                                           
4 Art. 209.2 RP 
5  Ver informe de la APDHA “MODELO DE ATENCIÓN SANITARIA EN LAS PRISIONES ORDINARIAS: 
deficiencias de la coordinación en Andalucía y en la asunción de responsabilidades de las administraciones implicadas”.  
http://www.apdha.org/media/informeSanidadEsp09.pdf 
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“Los servicios sanitarios dependientes de Instituciones Penitenciarias serán transferidos a las 

comunidades autónomas para su plena integración en los correspondientes servicios 

autonómicos de salud. A tal efecto, en el plazo de 18 meses desde la entrada en vigor de esta 

Ley y mediante el correspondiente Real Decreto, se procederá a la integración de los servicios 

sanitarios penitenciarios en el Sistema Nacional de Salud, conforme al sistema de traspasos 

establecidos por los estatutos de autonomía”. 

En vigor desde el 30 de mayo de 2003, la transferencia debió hacerse efectiva antes del 1 de 

diciembre de 2004. Esta medida es considerada como necesidad urgente y requisito ineludible 

para conseguir la modernización y normalización de la Sanidad Penitenciaria.  Ni la Junta de 

Andalucía ni el Gobierno Central han tenido hasta el momento ningún interés en realizar esta 

transferencia. En cuanto que dicha transferencia no se ha producido, la coordinación  de las 

competencias debe realizarse mediante la elaboración de los convenios a que hace 

referencia el reglamento penitenciario el Art. 207.2. 

En el caso Andaluz han existido dos convenios en materia sanitaria que se enmarcan dentro 

del Convenio Marco de Colaboración en Materia Penitenciaria entre la Junta de Andalucía y la 

Administración central de 23 de marzo de 19926, que tiene su desarrollo en varios 

subconvenios. Uno de ellos suscrito el 17 de noviembre de 1995 en materia de atención 

sanitaria entre la Consejería de Salud, SAS y Secretaría de Estado de Asuntos Penitenciarios. En 

muchos aspectos dicho convenio fue inoperante. Existen varias partes que no se aplicaron, 

como son la generalización de la atención especializada en régimen ambulatorio dentro de los 

centros penitenciarios. La reuniones de seguimiento del convenio fueron anecdóticas, y la 

elaboración del programa anual de colaboración, donde debería haberse previsto la resolución 

por ejemplo de la pérdida de citas con los especialistas en los hospitales de referencia por falta 

de conducción policial (en algunas prisiones andaluzas se han estado perdiendo citas  médicas 

en un 45% de media por este motivo7) igualmente, y las tareas a desempeñar por parte de la 

Consejería de Justicia y Administración Pública, parte del convenio, parece que nunca se 

realizaron. 

Con fecha 16 de agosto de 2013 se firma un nuevo convenio que sustituye al de 1995. El 

Convenio de Colaboración en Materia Sanitaria entre el Ministerio del Interior- Secretaria 

                                                           
6 Puede consultarse un resumen del convenio marco en: http://www.apdha.org/media/AnexoIII.pdf 
El texto del convenio se encuentra publicado en el BOE de  20-05-1992. 
7 Ver informe de la APDHA “MODELO DE ATENCIÓN SANITARIA EN LAS PRISIONES ORDINARIAS: 
deficiencias de la coordinación en Andalucía y en la asunción de responsabilidades de las administraciones implicadas”.  
http://www.apdha.org/media/informeSanidadEsp09.pdf 

http://www.apdha.org/media/AnexoIII.pdf
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General de instituciones Penitenciarias- y la Consejería de Salud y Bienestar Social -Servicio 

Andaluz de Salud- de la Comunidad Autónoma de Andalucía (BOE 210 Oct. 2013) que es casi 

una copia del de 1995, no habiendo mejorado ninguna de las deficiencias de las que adolecía 

el anterior y que eran bien conocidas por ambas partes8.  

Tanto este convenio en vigor como el que le precedía de 17 de noviembre de 1995, no 

acordaron que el pago de los medicamentos corriera a cargo de la Junta de Andalucía. Siempre 

ha sido una responsabilidad de Instituciones Penitenciarias asumida tanto por los convenios 

como por la Ley Orgánica General Penitenciaria y el Reglamento Penitenciario (Art. 208).  

 

2.- LOS RECORTES ECONÓMICOS Y LA SITUACIÓN DE LA SANIDAD EN LOS CENTROS 

PENITENCIARIOS: EL CASO DE LOS ENFERMOS DE HEPATITIS C 

Cuando nos acercamos a la realidad de la situación de la atención sanitaria de la población 

reclusa, además de las graves carencias que ya existían,  las restricciones impuestas por los 

recortes económicos en Instituciones Penitenciarias están agravando e imposibilitando que las 

personas presas accedan en igualdad de condiciones a un derecho básico como es el de la 

protección de la salud. 

El ejemplo más destacado es la situación de los presos con hepatitis C, cuya tasa de incidencia 

es especialmente alta entre la población reclusa. Los datos recogidos por la Agencia Española 

de Medicamentos y Productos Sanitarios (AEMPS) sitúan la tasa de infectados por este virus en 

el mundo occidental entre el 1.5% y el 3% de la población, mientras que según los datos que 

maneja la Sociedad Española de Sanidad Penitenciaria entre la población reclusa la tasa es 

superior al 25%9.  

De forma continuada, Instituciones Penitenciarias está dificultando o negando desde hace dos 

años el que los reclusos enfermos de hepatitis C accedan a un nuevo tratamiento que duplica 

las opciones de curación y en algunos casos es su única opción terapéutica. La Agencia 

Española de Medicamentos y Productos Sanitarios (AEMPS)  aprobó a finales de 2011 un 

nuevo tratamiento que aumenta las expectativas de curación de los enfermos de hepatitis C, 

especialmente los infectados por el genotipo 1, que es la forma más común en la que se 

                                                           
8 Idem  
9 http://www.aemps.gob.es 
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presenta el virus (el 75% de los casos). El tratamiento se basa en una triple terapia en la que se 

unen a los medicamentos habituales que se empleaban hasta ahora para este tipo de hepatitis 

(interferón pegilado y ribavirina), un nuevo fármaco (boceprevir o telaprevir). Este nuevo 

tratamiento duplica las opciones de curación. Según diversos estudios manejados por la 

Agencia Española de Medicamentos, con la medicación clásica se curaban entre el 40% y el 

50% de los infectados por el genotipo 1; mientras que con esta triple terapia, se cura más del 

75%10.  

Cuando los médicos de prisiones, ante la prescripción de estos fármacos como los adecuados 

para tratar a diversos enfermos presos con hepatitis C genotipo 1 y cumpliendo determinados 

requisitos establecidos por la AEMPS, por parte de los especialistas de enfermedades 

Infecciosas del Sistema Nacional de Salud,  comienzan a solicitar la compra del fármaco a la 

Comisión Central de Farmacia de la SGIP, reciben las siguientes Instrucciones por parte del 

Subdirector General de Coordinación de Sanidad Penitenciaria (mientras tanto en Andalucía, 

por ejemplo, se comienza a dispensar a los enfermos que lo necesitan y cumplen los requisitos 

establecidos por la AEMPS y la comunidad científica acepta su indudable efectividad):  

- 23/1/201211: “Habiéndose comercializado recientemente nuevos fármacos 

(concretamente boceprevir y telaprevir), indicados para el tratamiento de la hepatitis C 

crónica, esta Unidad ha dado instrucciones a la Comisión Central de farmacia para que 

lleve a cabo una revisión de la literatura médica disponible así como de los estudios e 

informes ya elaborados por las distintas Administraciones Públicas con competencias 

en materia de Sanidad, con el fin de sentar los criterios más adecuados a la hora de un 

uso eventual de los mencionados principio activos. Por ello, y en tanto en cuanto no se 

reciba dictamen de dicha Comisión Central, no se deberán iniciar nuevos tratamientos 

con estos fármacos”. 

- 15/2/201212: “Con fecha 20 de enero de 2012, Sanidad Penitenciaria remitió un escrito 

por el que dejaba en suspenso el inicio de tratamientos para la hepatitis C crónica con 

los fármacos de reciente comercialización VICTRELIS® (BOCEPREVIR) e INCIVO® 

(TELAPREVIR). Como quiera que con posterioridad a dicho escrito se han detectado, en 

                                                           
10 “Criterios y recomendaciones generales para el tratamiento con boceprevir y telaprevir de la hepatitis crónica C (VHC) en 

pacientes monoinfectados”  Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios. . 
http://www.aemps.gob.es/medicamentosUsoHumano/informesPublicos/docs/criterios-VHC-monoinfectados_28-02-12.pdf 

11 Ver Anexo 1 
12  Ver Anexo 2 
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contra del criterio establecido en el mismo, tratamientos de nueva prescripción con 

estos fármacos en algunos centros penitenciarios, se comunica lo siguiente: 

1º.- Se reitera que no se podrán prescribir ni adquirir los medicamentos contra la 

hepatitis C denominados BOCEPREVIR y TELAPREVIR hasta nueva indicación, que en su 

caso, habrá de esperar dictamen de la Coordinación de Sanidad, basado en 

indicaciones de los organismos competentes Central y Autonómicos y de la Comisión 

Central de Farmacia. 

2º.- Se deberá remitir al Área de Ordenación Sanitaria de la Coordinación de Sanidad, 

en sobre cerrado y con carácter inmediato, la relación de enfermos que eventualmente 

se hallen recibiendo en el momento actual algunos de estos fármacos. Para cada uno 

de ellos se deberá hacer contar el nombre del enfermo y del médico prescriptor, fecha 

de inicio del tratamiento y características del paciente que sentaron la indicación. 

3º.- Corresponde al Subdirector o Jefe de Servicio Médico y al Administrador del 

establecimiento la observancia de las indicaciones que anteceden, sin perjuicio de las 

actuaciones administrativas o de reclamación patrimonial que pudieran derivarse de 

su incumplimiento.”  

- 1/8/201213: “En relación con los nuevos tratamientos antivirales para los casos de 

infección por el Virus de la hepatitis C que hayan sido prescritos por los servicios 

correspondientes de los hospitales de referencia, y cumplen los criterios de la Agencia 

Española del Medicamento y Productos Sanitarios, le comunico que, de acuerdo con la 

legislación vigente, y tal como han hecho los responsables sanitarios de la 

Comunidades Autónomas, en la Institución Penitenciaria se ha establecido un cupo de 

pacientes a tratar, en función de la disponibilidad presupuestaria.  Una vez autorizado 

el libramiento de crédito por parte de la subdirección General de Servicios 

Penitenciarios, la Subdirección General de Coordinación de Sanidad irá             

estableciendo las autorizaciones de inicio de tratamiento de los casos que figuran en el 

registro de solicitudes recibidas de candidatos con indicación clínica para la 

mencionada terapia, las cuales serán remitidas a la Subdirección General de Servicios 

Penitenciarios para su control económico-presupuestario.  Por tanto, en lo sucesivo en 

                                                           
13 Ver Anexo 3 
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relación con este tipo de tratamientos, los Subdirectores Médicos de los que dependan 

los enfermos mencionados irán recibiendo autorizaciones nominales correspondientes 

y el procedimiento a seguir para el inicio de tratamiento y control de los enfermos”. 

Si bien la Subdirección General de Coordinación de Sanidad Penitenciaria asumió las 

recomendaciones de la Agencia Española de Medicamentos para el nuevo tratamiento contra 

la hepatitis C, impuso nuevas condiciones14 en una última Instrucción de fecha 12/9/2012. 

Entre otras condiciones, estableció como necesario que los pacientes sean “penados”, es decir, 

que no estén en prisión preventiva, y que además tengan “una expectativa de permanecer en 

prisión el tiempo necesario para completar el tratamiento”. Esto supone ya una importante 

traba para acceder a un medicamento que es fundamental y el retraso en el comienzo del 

tratamiento puede en algunos casos tener consecuencias fatales. 

Por otra parte establecía que en caso de duda se consultara a “un servicio especializado de 

cualquiera de los hospitales públicos de la red asistencial de la Comunidad de Madrid”.  No 

entendemos el motivo de esa remisión cuando las Comunidades Autónomas, como la 

andaluza,  tienen convenios con la Administración Central para la asistencia especializada y 

hospitalaria de las personas presas, con quienes los médicos de prisiones tienen relación 

directa y protocolos normalizados de coordinación.  ¿No le gustan los criterios de actuación de 

esas Comunidades Autónomas?  ¿Por qué se derivan las consultas de todos los médicos de 

prisiones a la red pública de la Comunidad de Madrid? Por último se establece que “el orden 

de acceso al tratamiento será únicamente la fecha de solicitud”. Desde agosto de 2012 donde 

se establecen los “cupos” para pacientes monoinfectados hasta julio de 2013 solamente se 

habían tratado a 3 enfermos, según datos de IIPP15.  

El presidente de la Sociedad Española de Sanidad Penitenciaria llega a denunciar en febrero 

que Interior llega a adelantar la puesta en libertad de una persona presa para eludir el gasto y 

niega el tratamiento a otro al que respaldó un juez de vigilancia penitenciaria16.  De este último 

caso del que hablaremos más adelante el Juez de Vigilancia llega a ordenar a IIPP que el 

paciente sea tratado hasta en  tres resoluciones judiciales.  

                                                           
14 Ver Anexo 4  
15 Información remitida por IIPP a la Defensora del Pueblo con fecha 16 de julio de 2013 en queja tramitada por denegación de 

tratamientos  una persona presa de la prisión de Sevilla I. Expte. 13009253 
16 Rincón, R.: “Interior pone “cupos” para tratar a presos con hepatitis por los recortes”, El País, 25.febrero.2013. 
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Esto implica que una persona por el mero hecho de estar en la cárcel no está pudiendo 

acceder a un tratamiento del que sí podría disponer y se le dispensaría sin ningún problema si 

estuviera libre siendo imprescindible para tener alguna esperanza de vida en muchos casos. 

Esto atenta claramente contra el artículo 43 de la Constitución española. Nos encontramos con 

trato totalmente injusto con la población reclusa que debe entrar en unos cupos, que pueden 

suponer meses o no llegar a ser tratados, a los que no tendrían que someterse si no estuviesen 

cumpliendo una condena. 

La Defensora del Pueblo de España abrió una queja de oficio sobre los cupos impuestos por el 

Ministerio del Interior para acceder a la triple terapia contra la hepatitis C, al igual que el 

Defensor del Pueblo Andaluz a raíz de una queja de la APDHA. 

Estos retrasos en el acceso al tratamiento, bien porque la persona presa no tenga aún condena 

firme, bien porque no esté condenado a tiempo suficiente para acabar el tratamiento, bien 

porque esté en lista de espera, o porque ni siquiera sea tenido en cuanta para la lista de 

espera como es el caso del que hablaremos a continuación de los enfermos coinfectados,  es 

de una gravedad extraordinaria para la enfermedad. Sin tratamiento, la hepatitis C suele 

derivar en cirrosis y cáncer hepático, en cuyo caso la única opción de supervivencia puede ser 

un trasplante de hígado y la esperanza de vida se reduce considerablemente mientras tanto, 

siendo por otra parte mucho más caro de afrontar. En caso de desarrollar una cirrosis 

descompensada, situación que se considera irreversible, o de desarrollo de hepatocarcinoma 

(cáncer de hígado), la  mortalidad es superior al 50% en menos de 5 años.  

En estos casos a los que parecen abocados muchos enfermos lo normal será que los Juzgados 

excarcelen a estos pacientes adelantando la libertad condicional por enfermedad grave e 

incurable (art. 96 CP),  supuesto entonces en el que el paciente sería tratado por el Servido de 

Salud de su Comunidad Autónoma.  Parece que IIPP  no tiene reparos en llegar al límite del 

deterioro físico de las personas que tiene a su cargo ya que finalmente derivará los gastos 

sanitarios a las CCAA cuando la persona presa se encuentre muy grave.  

El Defensor del Pueblo Andaluz en la recomendación que realiza a IIPP el 16 de septiembre de 

2013, al resolver la queja de un interno de Sevilla I enfermo coinfectado y en fase cirrótica ante 

la  negativa a darle el tratamiento telaprevir indicaba:  
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En  modo alguno la  materialización de la terapia puede venir condicionada por razones 

presupuestarias, ni la prestación farmacéutica a que viene obligada la Administración 

Penitenciaria (como tampoco la del sistema sanitario Público), puede quedar sometida a 

criterios de racionalidad y eficiencia en la utilización de los medios públicos, cuando el 

fármaco prescrito tiene por finalidad esencial preservar la vida del paciente.  

En este mismo sentido se pronuncia una reciente sentencia de la Sala de lo Contencioso- 

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia (sentencia número 293/2013, de 12 

de abril), cuando expresa que la Administración sanitaria no puede prescindir del criterio 

médico, no autorizando la dispensación de un medicamento razonablemente prescrito, 

cuando dicha denegación se basa en la presumible motivación del ahorro, ya que ello supone 

incluso incurrir en desviación de poder. Añade que la denegación afecta al ejercicio del 

derecho fundamental individual tutelado en el artículo 15.1 de la CE, en la medida en que 

jurisprudencial y constitucionalmente se ha privado a la Administración sanitaria de la facultad 

de denegar o restringir la asistencia sanitaria y medicamentosa, máxime si se trata de un 

medicamento único sin alternativa farmacológica alguna en el mercado, por razón de 

dificultades presupuestarias o de ahorro económico.  

   

3.- EL TRASLADO AL HOSPITAL GREGORIO MARAÑÓN: OTRO RECURSO EMPLEADO POR 

INSTITUCIONES PENITENCIARIAS PARA ATRASAR EL TRATAMIENTO 

Si después de todo el periplo comentado una persona presa ha sido “seleccionada”, después 

de esperar casi dos años, serle denegado varias veces el tratamiento,  y consigue llegar a ser 

incluida en el registro de pacientes merecedores del tratamiento cuando llegue su “cupo”, el 

último recurso empleado por el Ministerio del Interior para ahorrarse el gasto del tratamiento 

es aceptar inscribir a los enfermos en lista de espera de este fármaco pero con la condición de 

que se trasladen a una prisión de Madrid para ser tratados en el Hospital Gregorio Marañón, 

donde se ha centralizado el tratamiento17. Entendemos que es ésta una traba más que solo 

persigue demorar los tratamientos.  Es muy importante tener presente que no hay ninguna 

razón para que los reclusos se trasladen de la cárcel en la que están cerca de sus familias hasta 

la Comunidad de Madrid, estando en condiciones de salud muy precarias, ya que se trata de 

                                                           
17 Información remitida por IIPP a la Defensora del Pueblo con fecha 16 de julio de 2013 en queja tramitada por denegación de 

tratamientos  una persona presa de la prisión de Sevilla I. Expte. 13009253 
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un fármaco que el paciente puede tomar en su propia casa. No tiene ningún sentido que todas 

las personas presas que necesitan ser tratadas con estos medicamentos  tengan que  ser 

trasladadas durante meses a una cárcel a cientos de kilómetros de sus lugares de residencia y 

sus familias cuando deberían ser tratados por los Servicios de Salud de sus Comunidades 

Autónomas.  

Desconocemos  cuántos presos hay en dicha lista de espera, pero sí sabemos que no todos los 

que tienen prescrito por su médico especialista el medicamento Telaprevir o Boceprevir están 

siendo incluidos, pero son cientos los que podrían ser beneficiarios y a todos los que 

finalmente se les incluye en el “cupo” se les oferta para poder ser tratados el serlo únicamente 

en Madrid, concretamente en el Hospital Gregorio Marañón.  Desconocemos porqué se paga 

el medicamento en esas condiciones (de un coste sobre 40.000 euros al año y preso).  El 

módulo penitenciario de los hospitales es reducido y son de uso para, además, todas las 

necesidades de ingreso hospitalario de los presos. El tratamiento dura varios meses (una 

media de 48 semanas si no existen complicaciones según la AEMPS indica en las Instrucciones 

de estos medicamentos) por lo que hasta no es posible tratar a todos aquellos que lo necesitan 

la vez. A julio de 2013, solamente se había tratado a tres presos tal y como hemos comentado.   

El último cuello de botella para la administración del fármaco  se encuentra aquí.  

Para los enfermos no presos dicho tratamiento no exige ingreso hospitalario, se administra de 

manera ambulatoria y realizan el tratamiento en su domicilio, acudiendo a las consultas 

externas para su  seguimiento y control. Y en no está sujeto, por ejemplo en Andalucía, a lista 

de espera alguna18. No existe razón o excusa alguna que justifique que como paciente al ser 

internos de un centro penitenciario, y por este único motivo, no se les dispense igual trato y 

asistencia médica, que al resto de la población, tal y como se dispone en el art. 208.1 del 

Reglamento Penitenciario. 

Instituciones Penitenciarias está utilizando nuevamente una excusa para no tener que abonar 

estos fármacos de elevado coste sin importarles ni la salud ni la vida de las personas; los 

recortes del Gobierno llegan a justificar decisiones tan indignas como ésta que vulnera 

flagrantemente los derechos humanos. 

  

                                                           
18 Auto 5256/2013 de 21 de octubre de 2013 del Juzgado de Vigilancia Penitencia Nº 2 de Sevilla. (Anexo 5) 
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4.- EL CASO DE LOS PACIENTES CO-INFECTADOS CON HEPATITIS C Y EL VIRUS DEL SIDA (VIH) 

La situación se agrava aún más si el preso además de sufrir hepatitis C está infectado también 

con el virus del sida (VIH). Después de pasar por el mismo periplo que el resto de enfermos 

monoinfectados de hepatitis C, deben recorrer aún un camino más gravoso para ser tratados. 

IIPP les está negando de manera sistemática con diversas excusas el tratamiento. La más 

extendida es terminar alegando que no cumplen con los requisitos de la AEMPS, y parece, por 

la información de la que disponemos de fuentes médicas, que a menos que una resolución 

judicial les ordene el tratamiento no son incluidos en la lista de espera ni son tratados en el 

Hospital Gregorio Marañón.  

Hay que tener en cuenta que la hepatitis C es la primera causa de muerte para los pacientes 

con VIH y, además, progresa de forma muy rápida: 

“Existe evidencia científica incontestable de que la evolución a cirrosis hepática y a 

cirrosis hepática descompensada (y por tanto muerte) en hepatitis crónica por VHC es 

significativamente más rápida en los pacientes con coinfección por el VIH que en 

pacientes sin VIH. Las complicaciones de las hepatopatías crónicas por VHC son 

actualmente la causa más frecuente de muerte en pacientes con coinfección VIH 

cuando el VIH está controlado. …El hecho de que el paciente actualmente esté estable 

no significa que no requiera tratamiento, puesto que está en fase de fibrosis avanzada. 

Se trata precisamente de evitar el desarrollo de cirrosis descompensada, situación que 

se considera irreversible, y la posibilidad de desarrollo de hepatocarcinoma (cáncer de 

hígado), situaciones ambas con una mortalidad superior al 50% en menos de 5 años. 

…… cada día que pasa sin tratamiento es inaceptable. Desgraciadamente si el paciente 

desarrolla una cirrosis descompensada ya no estaría indicado el tratamiento puesto 

que ya no es eficaz en esa situación, y la única alternativa terapéutica sería un 

trasplante hepático (los criterios para acceder a un trasplante son, lógicamente muy 

exigente, por lo que solo una minoría de pacientes los cumplen).”19 

El Ministerio del Interior se ampara en dos motivos para negar este tratamiento a los 

coinfectados. En primer lugar afirma que la ficha técnica de los medicamentos no contempla 

su administración a coinfectados porque no se han hecho ensayos clínicos y, en segundo lugar, 

                                                           
19 Informe del Director de UGC de Enfermedades Infecciosas y Microbiología del Hospital Virgen Macarena en Expediente 

Penitenciario 2570/2013 del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria nº2 de Sevilla.  
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apela a que la agencia del medicamento ha establecido que estos pacientes han de ser 

tratados en “el entorno de un ensayo clínico” y requieren “unos dispositivos asistenciales 

especializados y un seguimiento hospitalario, de los que la Administración Sanitaria 

Penitenciaria carece20”.  

Ambas razones no son ciertas, y con ella Instituciones Penitenciarias está negando este 

tratamiento a todos los pacientes coinfectados en las prisiones españolas poniendo en riesgo 

la vida de todos ellos.  

La Agencia Española del Medicamento publica en julio de 2012 unas Instrucciones con las 

recomendaciones de uso de la terapia para enfermos con VIH porque diversos estudios 

apuntan una alta eficacia del tratamiento en estos pacientes. Además, si bien el documento de 

la Agencia señala como opción prioritaria incluir a estos enfermos en ensayos clínicos, advierte 

también que hay pacientes que no pueden ser incluidos en estos ensayos y que podrían 

beneficiarse del tratamiento con esta medicación sin esperar autorización. En los Criterios y 

recomendaciones generales para el tratamiento con boceprevir y telaprevir de la hepatitis 

crónica C en pacientes infectados por el VIH, en trasplantados de hígado y en población 

pediátrica de la Agencia Española del Medicamento puede leerse respecto al supuesto de los 

pacientes coinfectados de VIH y VHC21: 

“El uso de medicamentos autorizados en condiciones distintas a las establecidas en 

ficha técnica cae dentro de la esfera de la práctica clínica, y por tanto, en el ámbito de 

responsabilidad del médico prescriptor en su interacción con el paciente. Por ello, como 

norma general, no se requiere ninguna autorización previa de carácter administrativo”.  

La triple terapia, por tanto, puede administrarse a pacientes coinfectados si cumplen los 

criterios fijados por la agencia del medicamento. Según los datos presentados en el Congreso 

Nacional del Hígado celebrado en febrero de 2013, desde finales de 2011 en los hospitales 

españoles se han administrado casi 2.000 tratamientos de la nueva terapia.  Alrededor del 20% 

en pacientes que tienen VIH. Estos casos se comunican a la Agencia, que, hasta ese momento, 

había aceptado todos. Sin embargo, en las prisiones, donde la incidencia de la hepatitis C es 

del 25%, a febrero de 2013, no se había autorizado ninguno según el Jefe de la Unidad de 

                                                           
20  Ver Auto 21 de octubre de 2013 del Juzgado de Vigilancia Penitencia Nº 2 de Andalucía y Autos del Juzgado de Vigilancia 

Penitenciaria Nª 2 de la Comunidad Valenciana de fechas 11/1/2013 y 10/5/2013 (Anexos 6 y 7). 
21 Recomendación de 26 de julio de 2012 (Referencia RU/V2/20072012.2). 

http://www.aemps.gob.es/medicamentosUsoHumano/medSituacionesEspeciales/docs/criterios-VHC-off-label.pdf 
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Gestión Médico-Quirúrgica de Enfermedades Digestivas y Ciberehd del Hospital Universitario 

de Valme en Sevilla y uno de los autores de las Instrucciones de la AEMPS. 22  

En Andalucía, el Servicio Andaluz de Salud les suministra el medicamento a los enfermos 

coinfectados sin necesidad de inclusión en ensayo clínico alguno. Por otra parte, el tratamiento 

se entrega al propio paciente que se lo administra de forma ambulatoria en el domicilio por lo 

que no habría ningún problema en que lo tomasen en la cárcel. Esto es afirmado tanto por los 

especialistas de infecciosos como por los propios médicos de los centros penitenciarios. Todo 

ello es recogido en la resolución de 21 de octubre de 2013 del Juzgado de Vigilancia 

Penitenciaria Nº2 de Andalucía (Auto 5256/2013) que además zanja la cuestión afirmando: 

“Boceprevir y Telaprevir están indicados oficialmente en España tanto para pacientes nuevos 

en retratamiento y tanto pacientes monoinfectados como coinfectados”.  “Queda acreditado 

que el tratamiento puede ser dispensado y administrado sin problemas en los centros 

penitenciarios, sin perjuicio de la remisión del paciente a los especialistas para controles 

programados”. 

Es importante denunciar que Instituciones Penitenciarias y el Ministerio del Interior están  

yendo en contra de una de sus obligaciones básicas como es detentar una función activa para 

el cuidado de la vida, integridad corporal y, en suma, la salud de los hombres y mujeres 

separados de la sociedad por medio de privación de libertad. Esto ha obligado a que la 

población reclusa tenga que recurrir a los Tribunales de Justicia para que sean garantizados sus 

derechos fundamentales.  Y debemos denunciar una vez más que en Comunidades Autónomas 

como la Andaluza hace más de año y medio que la Consejería de Justicia suprimió el Servicio 

de Orientación y Asistencia Jurídico Penitenciarias (SOAJP) de los Colegios de Abogados, por lo 

que la mayoría de las persona presas en Andalucía, se encuentran totalmente indefensas sin 

posibilidad de asistencia Letrada al carecer de recursos económicos,  a pesar de que por dos 

veces el Parlamento Andaluz,  mediante la aprobación de dos Proposiciones No de Ley,  ha 

requerido a la Consejería para que reponga este  servicio público cuanto antes23.   

  

                                                           
22 Rincón, R.: “Interior niega la nueva terapia de hepatitis a presos con VIH”, El País, 26.febrero.2013. 
23  Ver las dos PNL en la web de la Campaña por la Reanudación de los SOAJP en Andalucía:  http://www.reanudacionsoajp.es/ http 
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El Caso de Manuel Jesús T. B. puede ser un buen ejemplo de la situación de los enfermos 

coinfectados presos y que están a la espera de recibir la triple terapia.  

Manuel Jesús tiene cuarenta y dos años, cumple condena en el Centro Penitenciario de Sevilla I 

y está diagnosticado de coinfección de VIH y hepatopatía crónica (hepatitis C), actualmente en 

fase cirrótica.  

En enero de 2012, su especialista de enfermedades infecciosas del Hospital Virgen del Rocío, 

encontrándose aún su enfermedad en las fases iniciales, le prescribió Telaprevir (única 

alternativa terapéutica posible), siendo la Administración Penitenciaria la competente en 

adquirir y administrar el medicamento. La no realización de esta terapia, sin que existiera 

para él ninguna otra terapia alternativa según los informes médicos, supondría la progresión 

a cirrosis hepática o hepatocarcinoma (cáncer) en un relativo corto espacio de tiempo, según 

consta en los informes médicos y la resolución judicial. Instituciones Penitenciarias sin 

embargo  comenzó, al igual que realiza en otros casos similares, a utilizar  diferentes excusas 

que van desde la necesidad de esperar a elaborar criterios más adecuados de los principios 

activos del medicamento, a que no existía consenso en el Sistema Nacional de Salud (cuando la 

comunidad científica aceptaba su indudable efectividad tal como queda acreditado en los 

informes), a esperar en una posible lista de espera, hasta la última excusa utilizada: que 

Manuel no cumplía los requisitos de la Agencia Española del Medicamento y Productos 

Sanitarios (AEMPS) por ser un paciente coinfectado. Durante todo este tiempo, casi dos años, 

Manuel ha estado y sigue estando sin tratamiento alguno. 

Manuel, que cuenta con la asistencia jurídica de la APDHA, solicitó la excarcelación por 

enfermedad grave e incurable, al correr peligro su vida, para poder ser tratado por el Servicio 

Andaluz de Salud, ya que al estar en libertad el SAS le suministraría el medicamento de manera 

inmediata. En Andalucía este medicamento, como recoge la resolución judicial, se suministra 

de manera normalizada a los enfermos (coinfectados también) que lo necesitan, de manera 

ambulatoria y sin listas de espera. 

La Juez resuelve (Auto: 21 de octubre de 2013) que no procede la excarcelación porque para 

ello la enfermedad grave e incurable debe tener una evolución desfavorable en la que incida 

su estancia en prisión con empeoramiento de su salud, acortando así la duración de su vida y 

ello no debe suceder porque el medicamento puede ser dispensado y administrado sin 
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problemas en los centros penitenciarios (aunque Instituciones Penitenciarias no lo ha 

admitido nunca y de hecho no lo hace), sin perjuicio de los controles de su médico especialista 

del SAS y ordena a IIPP que asuma el tratamiento médico y farmacéutico de la infección 

crónica de la hepatitis C genotipo 1.  

La realidad es que su permanencia en prisión ha supuesto la evolución desde fases iniciales 

hasta alcanzar una fibrosis muy avanzada y estadio cirrótico. Evolución que fue pronosticada 

hace más de un año en los informes médicos y así se recoge en la resolución judicial. Es más, si 

se descompensara la cirrosis o desarrolla cáncer, lo que puede suceder en cualquier momento, 

sus posibilidades de supervivencia son mínimas tal y como se refleja igualmente en el Auto.  

Tal y como sucedió en el caso de Alicante al que antes hemos hecho alusión y cuyos Autos se 

encuentran en los anexos de este informe, de nuevo la justicia es quien debe  ordenar que los 

enfermos sean tratados. La Juez del Juzgado de Vigilancia Penitenciara de Sevilla ordena en 

octubre pasado a Instituciones Penitenciarias que administre el nuevo tratamiento para la 

hepatitis C que lleva cerca de dos años esperando. En su auto la Juez rechaza la excarcelación –

solicitada apelando a los motivos que estamos aquí defendiendo y que Interior no quiere 

reconocer. En el auto la Juez considera que la excarcelación no es necesaria porque el 

tratamiento puede ser dispensado “sin problemas” en los centros penitenciarios, “sin perjuicio 

de la remisión del paciente a los especialistas para controles programados”. La juez advierte de 

que “no existe alternativa terapéutica” al fármaco recetado –la triple terapia- y que, si no se le 

trata, la enfermedad progresaría hacia una cirrosis hepática o un cáncer de hígado “en un 

relativo corto espacio de tiempo”.  

Según el último informe médico del paciente, el virus está ya en fase de cirrosis. Esto se podría 

haber evitado si el paciente hubiera comenzado a tomar la medicación hace un año y diez 

meses, cuando le fue recetada por su médico del Hospital Virgen del Rocío. Los sucesivos 

informes de seguimiento en consulta del Servicio de Enfermedades Infecciosas del Hospital 

demuestran la evolución negativa de su enfermedad por no haber recibido ninguna terapia 

durante todo este tiempo. El que no haya sido tratado de su enfermedad hepática ha 

provocado que su dolencia haya degenerado en cirrosis hepática de lo que es directamente 

responsable Instituciones Penitenciarias. 

Tras la recomendación e indicación directa de la Defensora del Pueblo y el Defensor del 

Pueblo Andaluz para que traten a Manuel de inmediato,  la Administración penitenciaria, en 
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el último momento,  consciente de que iba a ser condenada, intentó dejar sin efecto el 

procedimiento, ofreciendo a Manuel su traslado a un centro penitenciario de Madrid y 

permanecer allí hasta poder ser tratado en el Hospital Gregorio Marañón. Éste contestó que 

esperaría a la decisión de la Jueza, que era inminente, ya que esa opción propuesta como única 

posible por IIPP le condenaría con toda seguridad a desarrollar cáncer mientras esperaba 

poder ser tratado en el Hospital Gregorio Marañón o perder toda esperanza de vida, mientras 

que el tratamiento podía serle dispensado en la prisión de Sevilla I sin necesidad de ingreso 

hospitalario alguno, ya que a los andaluces que no están en prisión se les trata sin listas de 

espera y de manera ambulatoria, tal como recoge el Auto finalmente en base a los informes 

aportados. 

A pesar de lo positiva de la resolución judicial presentamos recurso en el sentido que se le 

imponga un plazo de 15 días a IIPP para que ejecute el fallo y Manuel Jesús pueda ser 

efectivamente tratado. Para el caso de que no se cumpla dicho plazo, ya que se está poniendo 

en riesgo su integridad física cada día que pasa sin tratamiento, hemos solicitado su 

excarcelación para que sea el SAS sea quien pueda darle de inmediato la medicación que le 

salvaría la vida.  

En esta misma línea el Defensor del Pueblo andaluz el 16 de septiembre de 201324  emite una 

Recomendación a IIPP para que se le suministre la medicación en condiciones equivalentes al 

resto de la población, como dice la Ley y el Reglamento penitenciario (artículo 208.1), es decir 

en su sitio de origen, en su hospital de referencia, de forma ambulatoria y sin más esperas ni 

dilaciones o bien atienda a su excarcelación por razones humanitarias para que el SAS pudiera 

tratarlo. Además le indica que Esta Institución considera que el núcleo de la cuestión que aquí 

se plantea, tiene su causa en el desviado enfoque desde el que se ha abordado la misma, que 

no es otro que el económico subyacente.  La respuesta que las Administraciones implicadas 

han de dar al paciente, no pueden venir guiadas más que por un objetivo sanitario y 

terapéutico, que ha de ser absolutamente independiente de intereses presupuestarios y 

adoptarse al margen de sus limitaciones. Máxime cuando la enfermedad que ha de ser 

tratada es de carácter irreversible y su desarrollo incontrolado pone en riesgo la esperanza de 

vida del afectado.  

 

                                                           
24  Resolución de Expediente de Queja 13/5205 ante denuncia de la APDHA por la situación de Manuel T.B 
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No existe razón o excusa alguna que justifique que los pacientes al tratarse de internos en 

Centros Penitenciarios,  y por este único motivo, no se le dispense igual trato y asistencia 

médica que al resto de la población y lo contrario supone una vulneración de la legislación 

penitenciaria española así como de la propia Constitución.  

Entendemos que esta situación supone un flagrante atentado contra los derechos humanos 

que están sufriendo todos los pacientes presos en España. Por ello consideramos básico que 

se investigue a cuantas personas que están en las mismas circunstancias se les está 

denegando su derecho al tratamiento en España y que se exija el tratamiento inmediato 

para todo aquél que según prescripción médica lo necesite, sin listas de espera y de manera 

ambulatoria.  

 

 











USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo



USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo



USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo



USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo



USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo



USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo



USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo



USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo

USUARIO
Rectángulo


































